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EL DESECHO INTERNACIONAL PKIVADO 

Y LA JUFUSPftUDBNClA ESPAÑOL^ EN MATERIA DE FAMILIA 
Y nncEi&rOKES 



Proecritfi, como fuente de derecho, la juneprudeDCia pel- 
el art- 6.*^ de nuestro vírente Código civilj tratamos de com- 
pilar en ette trabajo eentenciap que, dadas por tnbucialea qU* 
en Eíípaíia forman jurieprudencia, puedea ser para Dosotroa 
como nna luz que sirva de guía, que dob alumbre en nuestra 
ioveetigación , señalando una orientación determinada en 
aquellas cuestiones que nuestro Código ha regulado de uti 
modo deficiente, cueetionee que cada dia han de presentarse- 
noB más frecuentemente á virtud del espíritu de coesmopolitií- 
mo reinante» que, favorecido por loe nuüaerospa medioe de co- 
muuicacióu modernos, hace olvidar hasta las diferencias étni- 
cas y permite, no sólo la pre&encia de seres de los mkñ remo- 
tos lugares, sino hasta unionee de Ioíí de las más apartadas la- 
titudes, situaciones que llevan consigo el nacimiento de un 
BÍnnúmero de derechos á ellas inherentes. 

A la vez, nos Rerviráu dichas sentencias, ó mejor, la juris* 
prudencia formnda por ellas, para ver loa criterios en qu© 
nuestros tribunales se inspiran al aplicar, en un caso concre- 
to, la legislación vigente, ea decir, hemos de ver cómo BitVe 
de valioso elemento á la interpretación en unos casos, sin que 
con esto pretendamos, ni por un momento, atribuir á la juris- 
prudencia, eta clínica del derecho, uu valor de derecho consue^ 
tudinario nuevo^ que no toma del Código otra cosa que uua 
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orientación bastante para conservar Ja unidad. Lejos de eso^ 
entendemos qae la ley debe ser siempre el punto de consulta, 
que ha de respetársela en tanto en cuanto ella significa, que si 
es real esa inercia y consiguiente atraso de que se acusa á la 
ley escrita, no lo es que ante el deseo de sacar, del precepto 
escrito una solución que no está en su espíritu, sea preciso re- 
torcerlo violentamente en presencia de un caso concreto que 
no pudo preveerse, porque para estas ocafeiones tenemos la cos- 
tumbre, tenemos los principios generales del derecho admiti- 
dos en nuestro Código civil como fuentes del mismo, carácter 
y autoridad vedados á la jurisprudencia. 

Pero ya que no reconocemos á la jurisprudencia como 
fuente de derecho positivo, ¿cuál será para nosotros la medida 
de sd valor? Es indudable que los precedentes judiciales, sin- 
gularmente cuando forman en un sentido determinado una 
serie constante de decisiones uniformes, constituyendo como 
un cuerpo, deben disfrutar de una autoridad considerable en 
el ánimo del intérprete (1), puede decirse que, en presencia 
de una solución apoyada por una jurisprudencia consistente, 
el intérprete puede sustraerse á la necesidad de una investi- 
gación nueva sobre la fe de precedentes averiguados y le 
faculta para resolver sus dudas persouales en el sentido que 
le indica Ja autoridad, á la cual no debe aquél oponerse más 
que por razones decisivas que lleven su convicción en sentido 
contrario (2). 

Explicado, pues, ei sentido y alcance que á la jurispruden- 
cia reconocemos, no nos será difícil comprender la importan- 
cia que una jurisprudencia copiosa en todas las ramas del De- 
leqho, puede prestarnos, importancia que sube de punto en 
una rama del Derecho como el internacional privado, pues 
que nuestro Código al señalarnos los lineamentos generales 



( M Gen y , Método de interpretación y fuentes en derecho privado po • 
(2) Geny, ebra citada. 
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aceptados, deja tnucbo qoe desear para que pueda formaige de 
fiUB eBcueas dif poÉicicnee un juicio acabado de cuál í^ca el bís- 
itema aceptado en definiliva para re^olveí loe coEfiictos Ínter- 
naciotialsB de leyes relativas al Derecho privado^ ya que la 
teoría eetatutaria nacida eeeDCjalmente para Eolucionar con- 
-fiíctos entre piiebloB que teniendo legialación diferente esta- 
.ban fometidoe á la miema eoberania, no puede acudir ein 
grande» diñcultades al caso en que loa conñictoB surjan entre 
pnebloB BujetoB á diferenteB soberanías, 

Fámula. 

Según lae eentercías del Tribunal Supremo de 6 de íío- 
Tiembrc de lStí7, 27 de Noviembre de 1868, 2C de Junio 
de 187a y 29 de Enero de 1875: iLa ley personal de cada indi- 
viduo ea la del país á que pertenece, la cual le cigue á donde 
quiera que ee traslade^ regulando bub derechos personales, bu 
cíjpacidad de trauBcoitir por teetamento y abinteetato y el ré- 
gimen de BU matrimoniD ó familia». 

Dos declaraciones hace €Bta sentencia: la primera, cuál Bea 
}ñ ley personal del indÍTiduo; la Begunda, !a iueeparabilidad 
de efcta ley del mismo individuo, pues que ha de seguirlo en 
donde quiera que ee encuentre, inseparabilidad cuyo eBtudio 
Bupone el efecto que la aplicaci<5n de dicha ley puede produ- 
cir. Pasando por alto la primera declaración que será objeto de 
no estudio posterior, examinaremos el efecto que la aplica^ 
ción del principio de la ley personal supone y veremos que el 
más inmediato y directo, ea extender la soberanía de un Es- 
tado, tanto mdfi, cuanto mayor sea la emigración, puesto que 
á donde quiera que Tayan bus nacionales, allí ha de llegar la 
ley de bu nación para regirlos. De manera, que si como es na- 
tural, este principio, por la violenta restricción que repre- 
senta para la soberanía de aquellos paisee que se formen por 
inmigración, no puede admitirse, por lo que d nuestra patria 
toca, ea aceptable, puesto que las estadísticas noe demuestran 
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que 8i el número de extranjeros en España no varia, aumenta 
oon8Íderablemente el de emigrantes. 

Una sentencia del Tribunal Supremo de 13 de £nero 
de 1885, dice que son inaplicables y no han podido infrin- 
girge las disposiciones españolas, porque es doctrina de Dere- 
cho internacional privado, que al extranjero le acompañan bu 
estado y capacidad y deben aplioárt ele las leyes personales de 
su país para evitar los inconvenientes de no juzgarle por una 
sola ley cuando esto no contradiga, como en el caso presente, 
los principios de orden público y los intereses de la nación en 
que hace sus reclamaciones. Una ciudadana americana pre- 
tendió ante los Tribunales de Cuba, que á su marido, ciuda- 
dano americano también, se le considerara incapacitado para 
continuar el juicio de testamentarla que provocara sin facul- 
tades para ello: fundaba su pretensión en que las mujeres ca- 
sadas del Estado de New York, tienen el derecho de compare- 
cer por si solas en juicio, cuando de ous intereses se trata^ 
como acontecía en el caso debatido, pues que venían ventilán- 
dose los derechos á la herencia del padre de la indicada seño- 
ra, que había muerto en San Juan de los Remedios, de donde 
era vecino. La Audiencia de la Habana falló en sentido favo- 
rable y contra la sentencia declaró el Tribunal Supremo no 
haber lugar al recurso de casación. 

En esta sentencia se aplica el estatuto personal para regu- 
lar la capacidad de las mujeres casadas, y como e^ta señora 
era extrar jera, en el país donde ejercitaba su derecho se sienta 
el principio que la aplicación del estatuto personal se refiere, 
tanto á cuando el español está en el extranjero, como á cuando 
el extranjero está.en España. Entendemos bien aplicado el es- 
tatuto personal por todas las razones expuestas, y porque niás 
bien que una cortesía lo que se cumple, según Laurent, es una 
necesidad entre los Estados, á virtud de la reciprocidad, ya 
que si uno de los Estados quiere que se respeten en otro sus 
leyes, tiene que empezar él respetando las del extraño. Ade- 
más, y según en la misma sentencia se hase constar, como no 



contradice la petición que ee hace los principien de orden [>iV 
buco ui loe intereses de la Naeióa en que h-ice eus reclama- 
cioneEs, está justiScaia por líi doctrina y Ja jurisprudencia. 

Según eeotencia dtl Trif>Línal Hupremo ae Iti de Jiinía 
de ISS?, nuestras antiguan leyed qae privan á la viuda en de- 
terminadas circuíiFtancias de los bienea ganancíalee y de \ob 
que hételo de &u marido, no son apLicable.H al ca^so en que la 
viuda contrae segundo matrimonio conforme al rito anglicano 
con un presbítero apóstala. Los iiiotivosdfl recurpo encanaina- 
dos, aunque por di verbos conceptos, á persuadir la ilegitimidad 
en Ei5[mña del njatrimoiiio celebradi |)or la dt^raundante va 
Gíbraltar^ cou arreglo á la legiíjlación iugle^ís t^on imperti- 
nentes á la cuestión de este pleito, porque limitadaá resolver, 
no la nulidíad ó validez de tal casamiento, í^hio bí por I aB cir- 
cunstancias que le preceJíeron, acompañaron y subsiguieron» 
puede imprimir á la contra jente la nota de lubricülad ó luju- 
ria ú otra que autorice la aplicación de las leyes arriba expli- 
cadast ya queda resuelto este punto negativamente, siendo, 
por lo ttinto, inaplicables y de impoí^fible infraceióu las leyea 
y doctrinas que se invocan. 

Consideramos, puej?, bien dada la sentencia, pucH es evi- 
dente que no es posible aplicar el efecto de nüe^traí3 antiguas 
leyes en el ca=o debatido, ya qi^e lo que disponían era que á la 
Tjuiia que llevaee una vida escandaloj^a (lujuria, concupiscen- 
cia) debia ser privada de los gananciales y de lo que heredase 
del marido, y aquí, y por el matrimonio celebrado, no cabe 
apreciar e-as circunetancia-í de lujuria y lubricidad que, dando 
carácter á la conducta de hi viuda, pu íieran hacer aplicables 
dichas leyes, 

y entrando en el estudio de nuestro Código y examineiido 
eu art. 9.°, vemos que dice a^l: «Las leyes relativas á los dere- 
chos y deberes de familia ó al estado, condición y capacidad 
legal de las personas, obligan ¿ Ioíí españoles aunque rebiian 
en país extranjero». Adopta abiertamente nuestro Código el 
principio de la nacionalidad para determinar la ley personal 
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según se deduce de eu simple lectura, sigue la corriente admi» 
tida hoy en ]a mayoría de los Estados europeos, que consagra 
el principio de que á cada individuo debe regirle, por lo que 
al contenido de este artículo se refiere, su ley nacional. 

Empeñadas discusiones se han susrcitado acerca de si la ley 
personal debe determinart^e por el origen ó el domicilio; pero 
no siendo esta cuestión objeto de nuestro estudio, nos limita- 
remos á hacer constar que no se ha podiáo llegar á un acuerdo 
deflnitivo, y que hoy cada Estado la determina por la nacio- 
nalidad ó el domicilio, segán adopten por base el principio , 
personal ó el territorial. 

íTna sentencia del Tribunal Supremo de 27 de Octubre 
de 19u0, dice: «Que los derechos de familia y los de sucesión 
testada é intestada se rigen por la ley de la persona, y que á 
este concepto pertenece todo lo referente á la capacidad para 
adquirir y disfrutar por razón de matrimonio, los bienes apor- 
tados por los cónyuges ó ganados durante la sociedad conyu- 
gal». Clara aplicación esta sentencia de las disposiciones del 
Código, viene á confirmar también la jurisprudencia anterior^ 
y al señalar que á la ley personal corresponde todo lo referente 
á la capacidad para adquirir y disfrutar por razón de matri- 
trimonio los bienes aportados por los cónyuges ó ganados du» 
rante la sociedad conyugal, no hace otra cosa que especificar 
lo que genéricamente eeñala el Código en su art. 9.^ 

Una sentencia del Tribunal Supremo de %2 de Julio de 1901, 
dice que la mujer casada en matrimonio sefcreto ó de concien- 
cia no inscrito en el Registro civil, tiene personalidad para 
comparecer en juicio sin licencia marital, puf s no habiendo 
tenido publicación el matrimonio mediante esa inscripción, 
carece de eficacia para los efectos civiles con arreglo al art. 79 
del Código. 

Viene á ser esta sentencia como ana consecuencia natural 
de la falta de publicidad del matrimonio y de la necesidad de 
respetar la ley, que dispone que á la mujer mayor de edad se 
le reconozcan derechos civiles análogos á los del varón, excep* 
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to al estar catada; pero como ñu este caeo y por eae mi^mo ea- 
creto el e&tado civil de la mujer do eííté Éometido á restriecio- 
Deíí, de aquí que no pueda pri?árí-ela de comparecer eo juicio, 
pues de seratl dos encootrariamos ur»a ptrtona desamparada 
por la ley, ya que bo pudiendo su marido oMeutar la represen- 
tación, tampoco á ella íe reconoceríamois perBOanlidad. 

La Resol ucióa de la Dirección géEt ral de ios RegieUoe de 7 
de Diciembre de 18U4, publicada en 1SÍJ5» revocó la negativa 
de UD Registrador á in^cribi^ uua escritura de adjudicación de 
cierto crédito hipotecario á un incapacitado súbdi lo inglés, 
fundada en que uo intervino en el acto ei concejo de familia, 
porque la relativo á la pertonalidad jurídica y manera de su- 
plirla y coDQ¡>lttsrla, ^e rige por la ley de origen y no por el 
Código civil, auo cuando tus coiiEecuencíaB hayan de reñejar 
en inmuebles dtos en España^ ya que segón los principioH do- 
niinaDtee en el Código civil la institución de la tutela se rige 
por la ley nacional del menor, aunque bus bienes radiquen en 
paítí estranjerOt sieiido ia razón de ella la de que confiada á la 
ley nacional la protección de los ciudada(^0B, no fuera jufto 
arrebatarle uno de tus máe altos y delicados fines qiae eé el que 
preside á la organización de la tutela, y añade la sentencia: 
«Considerando que asi lo ba entendido nuestro Código al esta 
blecer en su art. d.^ que las leyes relativas á la capacidad legal 
d« las per^otiap, y, \iOt tanto, á la manera de completarla cuan- 
do es deticitínte, ubligan á loe españolee auuque r^ tildan en 
país extranjeroi^ criterio jurídico lógicamente aplicable cuan- 
do B€ trata de apreciar la capacidad de un extranjero en Espa- 
ña» ya que Ja fuerza extraterritorial de nuestras leyes dtmanda 
á virtud del principio de reciprocidad igual etícacia en las le- 
yes de otros países. 

Una vez mes ss pone de manifiesto el criterio de nuestros 
Tribunales ai revucur la deci&¡iÓD del Registrador, señalando 
como infringido, aunque por analogía, el art. 9,^ del Código 
que proclama que ¡a ¡ey personal regirá á los españoles en lo 
lelutivo al estado, condición y capacidad, aunque residan en 
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«1 extranjero y por un criterio lógico de reciprocidad, según ee 
dice en la misnaa sentencia, debe aplicarle esta dispcsiciÓD en 
el caso de uu extranjero en España. 

Hay quien ha creído ver aquí una cuestión que ya Be plan- 
teó y resolvió por la jurisprudencia anterior y que ahora do 
tiene razón fie ser, pues el Código con sus pr€cei>tos no deja 
lugar A dudas; la cuestión es que «si nuestro Código se ha li- 
mitado en esta materia á señalar los derechos de loe eí^pañolee 
dentro y fuera de España y ha olvivlado ios de los extranjeros 
en España, debiendo censurársele duramente por esto». Si exa- 
minamos el art.^ 14 del Código, que dice «Con Forme á lo dis- 
puesto en el art. 12, lo establecido en los arts. 9.**, 10 y 11 res- 
pecto á las personas, actos y bienes de los españoleid en el ex- 
tranjero y de los extranjeros en España, es «plicíible á las per- 
sonas, actos y bienes de los españoles en territorios ó provin- 
cias de diferente legislación civil.» De modo que e^te articulo 
da por supuesto que lo estatuido en los artíctiloa que cita se 
aplica igualmente á españoléis y extranjero?; pero como es pre- 
ciso partir de preceptos expresos en cuanto sea pOFÍble y no 
de suposiciones, de aquí la redacción terminnnte del art. 27 
que viene á reforzar la declaración del 14, y cuyo Brt. 27 dice 
asi: «Los extranjeros gozan en España de los derechos que las 
leyes civiles conceden á los españoles, salvo In dispuesto en el 
art. 2.^ de la Constitución del Estado ó en Tratados interna* 
cionales.» 

Examinando la totalidad de las disposiciones en lo que ¿ 
los derechos y deberes de familia afecta, obFérvanfe desde 
luego vacíos de consideración en el Código y uno de los máe 
notables es la falta de un precepto que pudiera servir de cri- 
terio respecto de la integridad y subsistencia del vinculo ma- 
trimonial, teniendo en cuenta que existen países en que eetá 
admitido el divorcio como disolución del vínculo, principio 
opuesto al admitido por nuestro Código. 

Creen algunos que el Código nos da una solución en sus ar- 
tículos 51 y 83. En efecto, dice el art. 51: «No producirá efec» 
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tos civilee el matrimoDio canónico ó civil, cuando cualquiera 
de los cónyuges estuviera ya caFado legíünnaniente» y en el 
CABO 5.^ del art, 83 dice, que e^tán imposit ilitadoH peía con- 
traer matrimonio ilot» qtie pe hallen ligados con vídcüIo ma- 
trimonial»; de Diodo que concordando et-tas dos diBposicionfB 
y dindoee ei caFO deque un extranjero^ un belga por ejen.plo, 
caeado y divorciado después en su pai? (qtie sidmite el divor- 
cio vincular) viniera á K^paña, podría cacarte en nuestra pa- 
tria ya que no Fe enco entra en ningún cafo de loe dos de in- 
capacidad Feñ alados en el Código- E.-ito es cierto, pero csFar en 
Esjjaña al belga que e^íá en eaas circnnntanciaiii. Feria ir contra 
el orden público de nuestra nación y por consiguiente, enten- 
diHuos que no pnede casarse nuevamente* 

Por la mií-ma razón, entendemos que un matrimonio ex- 
tranjero, remidiendo tn EFpnña, tampoco podría obtener el di* 
vurcio como dirioluciün del vinculo, bino únicaíneute qvoad ího- 
rnm et mufuam cohiliíaUontm, pues la ley personal debe re?pe- 
larse es ci*-rto, pero no cuando eee respeto supone la violación 
de principios de orden públicop 

* > * Suoefiiones. 

Una eeníenciíi del Tribunal Supremo de G de Noviembre 
do 1867 dice, ia circunstancia de connisLir la herencia en bie- 
nte mobiliarioF lejoR de conceder jurii?idieción al Juez del difl- 
tiíto de la reeidencia del extranjero, fija la de la nación d que 
éFte pertenece, porque juFta mente en este caso tiene lupar el 
estatuto personal y todo lo que comprende es inherente á la 
perFona y no á la residencia^ 

A nuestro juicio etita sentencia viene á poner de mani- 
fiesto el poco aprecio que de los bíenee muebles se hacía en la 
antigüedad merced á su escaso valor; de aquí este mcDOFpre 
cío modÜiam vites posessio fe decía y que los ant¡guo8 legis- 
ladores tan celosoín para bu jetar á fuh leyes lerritoríalee los in- 
Emueble^r prestase muy poca atención á los muebles, sin pieo- 
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f uparse que siguieran la condición de la perpona mohiHa per&Om 
Hamsequatiiur, niohilia omhus periovwihhtrent. Hoy las corrien- 
tes modernas ee orientan en eenlido contrario y bu tendencm 
«H someUr al principio to m Hícb lo mif mo loe inmuebles que 
loa mueblee, aunque nuestro Código (art. lÜ, 1 1,*^) eigue suje- 
tando eetoa últimos á la ley personal. 

El Tíibunal Supremo ha declarado en 6 de Junio de 1873, 
que tiene facultad un francés de disponer por testamento ^e* 
gún la ley francesa de la unirerpaiidad de ene bienes, ba^tade 
inmuebles eituadoa en España y á pe ar de las diepo^icionee 
eontrariasde la legÍBlación española. El derecho de testar, dice 
la sentencia, como que se reñere á la capacidad del individno 
es uno de loa que corresponden al estatuto personal y en epto 
supuesto el francéa residente en España que no ha perdido bu 
nacionalidad, puede otorgar validamente el testamento oíd- 
grafOj puerto qtic í?e halla autorizado para ello en el Código 
civil francés, bI bien es cierto que la tranemi:-ión de unoí" á 
otros de la propiedad inmueble ó raíz, añade, debe regiree pnr 
el estalutoreal siempre que Fe trate ÚEicamente de determi- 
nadas Gneas que hayan sido adquiridas en virtud de un título 
particular, esta doctrina no tiene aplicación cuando Fe im- 
pugna una disposición testamentaria, en la cual et^tá com- 
prendido el conjunto ó universalidad de los bienes heredit-a- 
Tioe cuya especie y naturaleza ni aun son conocídoR, porque 
en este cat<o las leyes aplicables son las concernientes al esta- 
tuto personal. 

Encontramos muy bien esta sentencia en todos sus extre- 
mop, en efecto, en la relación jurídica que un hombre OBtá co- 
locado respecto de fub bienes» es más digno de estimación el 
hombre que los bien es » porque serla una gran iniquidad que 
la ley territorial viniera á ser un freno para la libre voluntad 
de un hombre que no halla otro medio para pagar favores ni 
beneñcioe recibidos, que su liberalidad en el tes^tamento; tam- 
poco dentro de los moldes de una ley territorial podrían ma 
Difestarse sentimientos de afecto á perdonas extrañas de la fA^ 
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míHa» ni aun €n la miama familia podría hacerse equítati sa- 
ínente eí reparto, ya por e\ diferente orden de llaTnamientoí^, 

ya por desJgualdadea, que un padre CLiJadoPo procura com- 
pent^ar en ru ultima dispoi-ición; á eete propósito, dice Daiuo-* 
lambe cque el patrimonio considerado corao una unÍFer^alidnd 
jurídica di^^tinta de los t^ienea que lo componen, constituye' 
un todo puramente ideal que no tiene situación y que no t^e 
concibe máñ que por un vinculo jurídico entre la totalidad de 
los bienes y la per&ona»; y no ea más que la personalidad del 
poseedor en eua relación ea con los objeto^t del mundo exterior; 
la transmitiión del patrimonio por la herencia, no es etino la 
Iranaoiíaión de la personalidad del difunto que ee eonfande y 
continúa en la del heredero; todaR las leyea que ae reBeren á 
efita tranernifíión, regulando laB condicinties en que se ha de 
verificar el paso de la perponaüdad de uno á otro Eujeto y 
fijando la capacidad del que trAní^mite y del que recibe, 6on 
pues eminentemente personales. 

Por sentencia de 24 de Mayo de 188G el estatuto personal, 
según el Derecho internacional privado ríge torios los actoa que 
ae refieren en lo ci?il á la peraona del extranjero; sujeto á laa^ 
leyes vigentes en el paÍB de que ea fiúbiito^ decidiéoílose por ól 
todas las cuestiones de capacidad, aptitud y derechos persona- 
les y bHJo ORte concepto, es evidente la capacidad del testadur 
para otorgar en Oráo eu testamento y disponer de sua bienes 
á favor de eus dos hermanos, puesto que con Feriaba su perfo 
nalidad de español, completas sua facultades mentales y era 
ma^^or de la edad que exige la ley 13, tit. 1.**, Partida 6.* 

Dada la capacidad del testador, su testamento ea válido por 
ouanto ¿ f*u otorgamiento concurrieron un Notario y cuatro 
testigos elegidos y llamados por el testador y un intérprete ju- 
rado, expresándose en el documento el estado normal de aquéU 
las condiciones y domicilio de cuantos e tuvieron presen tes, 
tíiendo legalizada por la Autoridad local la firma del Notario 
y por el consulado la de aquélla; quedo ndo con ello observa- 
dos loa requisitos exigidos por laa leyes franceaaSi que como 



— 16 - 

externas y formularias sirven para que loe actos eztrajudicia- 
le8 lícitos sean admitidos y válidos en España, conforme al ar- 
tículo i82 de la ley de Enjuiciamiento civil de 1855 y Real 
decreto de 17 de Octubre de 185L 

Confirmando que la ley personal rige la testamentifacción 
activa, haciendo notar la capacidad del testador, y que en el 
testamento concurrieron todas las formalidades exigidas por la 
ley francesa, esta Fentencia nos parece inatacable. 

Otra sentencia del Supremo d,e 12 de Julio de 1889 declaró 
]ft nulidad en España de un casamiento celebrado en Puerto 
Rico con bujeción al rito anglicano, antes de promulgarse la 
ky de matrimonio civil, porque para la celebración del acto 
rige el estatuto formal y á la sazón no autorizaba el derecho 
otro matrimonio que el infacie ecclesia y que el hijo habido 
de ese consorcio debe reputarse natural, prefiriendo en los de- 
rechos deViicchión del mismo los tíos maternos al padre. 

Dos cuestiones presenta esta sentencia, aunque íntima- 
mente relacionadas, como derivación una de otra; la primera 
es la necesidad de atenerse al estatuto formal para celebrar un 
acto válido y la segunda es la diferente línea que siguen ios 
bienes de la sucesión del hijo muerto como consecuencia de la 
nulidad del matrimonio celebrado, pues en la fecha aquella no 
había más medio para adquirir el carácter y las consecuencias 
de legitimidad que el matrimonio canónico infacie eclesicB. 

La sentencia en el fondo está bien dada, se funda, á nuestro 
juicio, en que la ignorancia del derecho no excusa de su cum- 
plimiento, principio admitido antes de ser sancionado por 
nuestro vigente Código, pero hay que reconocer que los efec- 
tos son desastrosos. 

Y llegamos á la época de la publicación del Código, y en- 
contramos en su art. 10 la consagración de la doctrina susten 
tada por nuestra jviri'^prudencia anterior; dico^ así el segundo 
párrafo del citado artículo: cSin embargo, las sucesiones le- . 
gttimas y las testamentarias, así respecto al orden de suceder, 
.como á la cuantía de los derechos sucesorios y á la validez 
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intrlDFeca de fus df^poeícíoDeei, Be regalarán por la ley nació 
nal de la perrona de cuya euceaiÓQ ee trate» cualesquiera que 
seaü la naturaleza de Jos bienes y el país en que ee encuén- 
treme Palabrufl de encomio merece nueslrn Código al dar 
una regla tan amplía, tan gentral, que á poco que ee imitara 
podría HegarBe á la uniformidad de la doctrlnR; pero como 
ocurre que este criterio no es uniforme en la legíalación y ju- 
risprudencia extrar jeras» de aquí que surja alguna dt.da» so 
bre todo, tratándose de bienes inroueblee en que algunos Có- 
digos» como el francés en f u ar£* S.^, los enjíítfln al estatuto 
leal; tratándose de un francéí muerto en Espfsníi, por ejem- 
plo, que posea bienes inmuebles en nuestra patria» y atenién- 
donoB á nucÉ^tro Código» la suceí^ióo se regirá en cuanto á e^os 
bienes por la ley perronal, que eerá la francesa en este caso, 
pero si por el contrario í^uponemos que un e&püñul ha muerto 
en Francia con bienef* raices en dicho país y queremos (apli- 
cando también nueetro Código) que ^n sucesión se rija por la 
ley perFonsU que es la eepañola^ nos encontríiremos con que 
eeto no ee posible, porque la ley francesa feujeta los bienes in- 
muebles,aun en la^eucesioues al estatuto real, y porconpíguíen 
te, no tiene Fuerza nuestra ley positiva para violar la soberanía 
de un territorio extraño imponiendo eu criterio, pero como 
de otra psrte la redacción del ar:, 10 es geneial y aplicable lo 
mismo á los espítñoles que á los extranjeros (hegún dejamos 
dicho), no cabe estar al principio de reciprocidad, y por con- 
siguiente, tendremos que aplicar el estatuto personal A un 
extranjero, aun cuando las leyes del paía de que proceda re- 
gulen esta materia por el estatuto reaU Una sentencia del Tri- 
bunal Supremo de 11 de üiciembre de 18&3, dice, refiriéndot^e 
al párrafo 9.^ del art, 10, que siendo extranjero el que otorga 
el testamento, tiene completa aplicación el presente artioulo; 
doctrina que viene á confirmar nuestra anterior a&eveíacióu, 
7 que no es contradictoria con la sentada en 12 de Julio de 
1904, toda vez que lo que se dice en ésta ee que el art. 9.^ no 
-eitablece nada respecto á los extranjeros, pero eotno tampoco 
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prohibe que bu texto pueda aplicarse A un extranjero^ creemos 
que eBtá eo el espíritu del Código (creencia afirmada por loe 
arts. 14 y 27, eegün dejamos expuesto), y que está bien dada 
la beotencía en que asi .^e prescribe. 

El Tribunal Supremo ea eentepcia de 9 de Julio de 1895^ 
deuegó uu recurro entablado contra sentencia, que apJJcó á la 
sucesión de una viuda, natural de Valencia, y avecindada en 
Zaragoza, la cual había perdido por el matrimonio con ua. 
italiano su calidad de española, el Código civil de Italia, con-^ 
forme con el de España en llamará la herencia intestada á los 
BobrínoB carnales en representación de eub padree muertos, y 
en concurrencia con los hermanos del causante, por ser apli- 
cable al caso, pues la testadora no nació en ese antiguo reino» 
ni eu Bimple vecindad en él impone la obligación de ñu dere- 
cho foral. 

Está bien dada la Bentencta, puea que una de laa caasas 
de perdsr la nacionalidad, es, según el art. 22 del Código, el 
de la mujer que se casa con extranjero y ya que después dfr 
muerto el marido pudo la mujer recobrar bu prirailiTa nacio- 
nalidad, y no lo hÍ2o, está bien aplicado el Código italiano^. 
cuyo art 8.^ eetá de acuerdo con el art. 10, párrafo 2.**, del 
nuestro, porque el nuestro cb fiel reproducción de aquél; pero^ 
es que aunque la viuda hubiera vuelto á adquirir la naciona- 
lídad española, su sucesión se hubiera regido por el derecha^ 
común y no de ningiin modo por la legislación fiiral arago^. 
neBa, pues como dice muy bien la Bentencia, la siíu^le vícÍq-, 
dad en el territorio aforado no impone la obligación de au de-, 
recho, y por conBÍguiente, aplicado el Código italiano en él un 
caso ó el Código eepañol en el ptro^ los sobrinos hubieran fiido^ 
líamadcB á heredar por estirpes con sus tíos, 

UnS; sentencia del Tribunal Supremo de 28 de Enero d^ 
189(í, dice: lel matrimonio de subditos portugueses origina la 
completa comunicación de bus bienes, incluso de los que á él 
^aportan, y^ por tanto, cuando se dlauelve por la muerte d« 
uiiQ de los cónyuges, el otro tiene dfirecbo á que se le adjudin 
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que la mitad de todos los bienes libree, carácter qne adquirid 
la de los amayorazgados en España al publicarse la ley de 11 
de Octubre de 1S20, restablecida en SO de Ago&tode 1836 y 
aplicable poi virtud del estatuto real, aun cuando loe látete- 
BadoB llamados á suceder eo ellos fueeen portuguefie?; pero los 
que vieoeD pOEeyéndolos de buena fe y en cumplimiento de 
dispo&ición testamentaria, no pueden Eer coudenadog á resti^ 
tüir otros frutos que los producidoe defide la contentación á la 
demanda. 

Se han aplicado combinadamente en esta sentencia el es- 
tatuto real y el pereonal; el real, por cuanto en el art. 10, pá- 
rrafo !•**» se dispone; «que los bienes inmuebles se sujetan A 
la ley del país en que están íitos», y no puede objetarse que 
en materia de eucesioDee rige el ettatuto personal (lo que aa- 
bemos y no contradecimos), toda vez que el aplicar por el es* 
tatuto real las leyes desvinculadoras, desde el momento de su 
aparición á los bíenee amayorazgados en £spañ4, no iuíluye 
para nada en la tucesión, y iSnicamenle ee limita, cumpliendo 
con la ley, á atignar el carácter de libres en que quedan la mi- 
tad de e&toB bienes, terminando aquí Ja función del ettatuto 
real para dejar al personal que regule lo referente á la bu- 
cesión. 

Una sentencia det Tribunal Supremo de 14 de Diciembre 
de lUUl, dice: cQae si bien la tranamiBión de bienes inmue* 
bles por titulo Fingular, y cuando se trata de cofas determina- 
das, Ee rige por la ley del territorio ó estatuto real, al que ae 
atiende especialmente para la determinación y cla^iñcaciÓQ 
de los derechos inherentes á dichos intereses, es doctrina esta- 
blecida por este Tribunal, de acuerdo con loa más equiíaiivoe 
principios de derecho internacional, íuFpirados en la conve- 
niencia de la unidad de Eucesi¿n y en la necesidad de que á 
quien se concede adquirir en determinado territorio bienes 
raices eq le otorgue la facultad de disponer de ellos^ según la 
ley que autorim su testa mentifacción activa, derivación ésta 
Inelndible de la capacidad para adquirir, regida siempre por 
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%l estatuto pereonal, y doctrina ahora corrobomda por el ar- 
tículo 10 del Código civiU que las Buceeiones legitimas y tes- 
tKmetitaríaH» así ree pecio ai orden de suceder como á la cuan- 
tía fie lofi derechoB euce^orloB y á la vfrlidei; intrinaeea de su» 
dÍEpogicioueB, pe regutaD por la ley nacional del ca ufante, ^eati 
cuales fueran toB bienes de que se trate y el país en que estén 
eitoB». 

La claridad, precielón y sencillez de esta sentencia dos re* 
leva de hacer comeatario alguno, en ella ee fundamenta, y te 
fundamenta bien, ia razón que nuestro legislador ha tenido 
para encomendar á la ley personal las Buceaicnes, arrancándo- 
la a del ettatutc real, y rompiendo así coo la tradición repre- 
sentada por la vieja teoria estatutaria. 

Y, finalmente, una sentencia del Tribunal Supremo de 19 
de Noviembre de 1904^ establece: cque admitido por el Tribu* 
nal a quo^ como añrmación de hecho, que laa llamadas actas 
de notoriedad del derecho francéB son documentos i^uflci entes 
para acreditar la cualidad de un heredero abintestato, cuando 
no ha llegado á hacerse inventarlo de los bienes relictos, no 
cabe combatir esa apreciación bajo el supuesto de que infringe 
las leyes de aquel pafs, pues los Tribunales españolea no pue- 
den aplicarlas, sino aceptarlas en su caso como punto de hecho^ 
y es preciso estar á dicha apreciación y acoger las acciones del 
que resulte heredero següa el acta« 
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